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Panamá, 7 de mayo de 2024
Nota C-080-24

Señores
Kenia Emérita Batista Arauz
Presidente de la Asociación de Trabajadores Social de Panamá

Christian Francisco Tejeira Cumbrera
Presidente de la Asociación Panameña de Psicólogos
Ciudad

Ref.: Cambios de categoría para los Trabajadores y Trabajadoras Sociales y para los
Psicólogos y Psicólogas al servicio del Estado.

Respetados señores:

Por este medio se da respuesta a su escrito fechado 23 de abril de 2024, mediante el cual solicitan
a esta Procuraduría, una opinión referente a los cambios de categorías, para los trabajadores y
trabajadoras sociales y, para los psicólogos y psicólogas al servicio del Estado, en los siguientes
términos:

"1. ¿Se debe reconocer los años laborados (antigüedad) y/o experiencia o
computar como inicio de labores el tiempo laborado por contralo, a un
Trabajador Social o Psicólogo, ambos amparados por leyes especiales,
al pasar a la estructura de cargo como funcionario permanenle, a los
cuales le corresponde cambio de categoría ubicándolo en la calegoría
según los años laborados?

2. ¿Sc debe reconocer al personal de contrato nombrado bajo el cargo de
lrabajador social o psicólogo, ambos amparados por leyes especiales.
el salario mínimo que se señala la escala salarial según el año de
nombramiento, aunque haya culminado su con¡ralo o lo vigencia
fiscal?

3. ¿Se debe respetar los años de servicios (antigüedad) alcanzados en el
grado anterior de aquellos trabajadores sociales o psicólogos que se le
reconozca la escala salarial del nivel profesional con post grado,
mdestríd o docÍorado?

Este Despacho debe inicialmente señalar que, conforme a lo dispuesto en el numeral I del articulo
6 de la Ley No.38 de 2000, conesponde a esta Procuraduría "servir de consejera jurídica a los
servidores públicos administrativos que consullaren su pdrecü respecto a determinatla
inletpretación de la ley o el procedimiento que se debe seguir en un coso concreto". presupuesto
que no se ajusta a esta acción particular.
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Es decir, la Procuraduría de la Administración no tiene entre sus facultades legales (Ley No.38 de
2000), señalar y/o pronunciarse juridicamente respecto de posibles reconocimientos por años
laborados, cómputo de inicio de labores, traslados a estructuras de cargos, cambios de categorías,
salario minimo, escala salarial y reconocimientos de grados académicos en el sector
gubernamental. Quien considere haya sido objeto dentro del sector público, de una acción
vulne¡a¡ia de sus derechos subjetivos, deberá interponer los recursos de ley que para ello prevé
nuestro ordenamiento positivo.

En consecuencia, bajo estas reslricciones de ley, no es dable a este Despacho emitir un
pronunciamiento de fondo, en cuanto al tema consultado; no obstante, con fundamento en el
artículo 4l constitucional, y en lo dispuesto por el artículo 3, numeral 6, de la Ley No.38 de 2000,
se le brinda [a presente respuesta orienlqtiva, aclarando que la misma no constituye un
pronunciamiento de fbndo o un criterio juridico concluyente que determine una posición
vinculanle.

l. De la presunción de Ief¡alidad de los actos administrativos.

Debe indicarse que los nombramientos dentro del sector gubemamental, operan y se establecen
mediante contratos permanentes o temporales que celebran el Estado y los particularesl siendo
éstos los controtos , actos administrativos que gozan de presunción de legalidad. mientras no sean
recurridos ante la jurisdicción contenciosa administrativa.

Así las cosas, el artículo l5 del Código Civil consagra el principio de presunción de legalidad de
los actos administrativos, en concordancia con el a¡tículo 46 de la Ley No.38 de 2000, el cual
prof'esa que "las órdenes y demás actos en firme del Gobiemo Central o de las entidades
descentralizadas de carácter individual, tienen fuer¿a obligatoria inmediata, y serán aplicados
mientras sus efectos no sean suspendidos, no se declaren contrarios a la Constitución Política,
a la ley o a los reglamentos generales por los tribunales competentes."

La aplicación de este principio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 12 de noviembre de
2008, a saber:

"Dentro del marco explicativo del negociojurídico que se venlila, huelga
indicar en cuanto al principio de legal¡dad de los actos administrutivos se
refere, llamado así por ladoctrina administralivd, se asume que, lodo ack)
enranado de quien ostenla la calidad defuncionario y diclado en ejercicio
de sus alribuciones, tiene validez y eficacia iurídica hasta tanto autoridad
compelenle no declare lo conlrorio; en consecuencia, es hasfq ese
momenk) que reviste de legalidad y obliga los actos proferidos por
autoridud competente pura ello."

Ahora bien, en términos generales,
contrarios a la Consti tución v la lev por autoridad comDetente para ello. deben ser considerados

mientras los actos administrativos no sean dqclarados

válidos y. por tanlo. su aplicación es oblieatoria.
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Dicha sentencia fue emitida por la Corte Suprema de Justicia, en el ejercicio de las facultades
constitucionales y legales que le atribuyen el artículo 206 de la Constitución Politica de la
República de Panamá y el articulo 97 del Código Judicial. que a la letra disponen:

"Artículo 206. La Corte Suprema de Justicia tendrá, entre sus
alribuciones constituc ionales y legales, las siguientes:

La jurisdicción conlencioso-administratiya respecto de los ackts,
omisiones, preslación defectuosa o defciefite de los seryicit¡s
públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que ejeculen,
odoplen, expidan o en que incurran en ejercicio de sus.funciones o
pretexlando ejercerlas, los funcionarios públicos y autoridades
nacionales, provinciales, municipales y de las entidades públicas
aulónomas o serniaulónonras. A tal fin, la Co¡te Suprema de
Juslicia con audiencia del Procurador de la Administración, podrá
anuls¡ los aclos acusados de ilegalidad; restablecer el derecho
particular violado; estatuir nuevas disposiciones en reemplazo de
las impugnadas y pronunciarse prejudicialmente acerca del
sentido y alcance de un acto administrulivo o de sa valor legal.

" (Lo resaltado es nuestro)

"Arlículo 97. A la Salct Tercera le están alribuidos los procesos que se
originen por actos, omisiones, prestaciones defectuosas o deficientes de
los servidores públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que
ejeculen, adopten, expidan o en que incutun en ejercicio de sus funciones
o pretextondo ejercerlas, los funcionarios públicos o autoridades
nacionales, provinciales, municipales y de las entidades públicus
aulónomas o semiautónomas.

En consecuencia, la Sula Tercera conocerá en maleria administratiya de
lo siguiente:
l. De los decretos, órdenes, ¡esoluciones o cualesquiera actos, seon

generales o individuales, en mate¡ia administrativa, que se acusen
de ilegalidad;

..." (Lo resaltado es nuestro)

Visto lo anterior, debe manifestarse que la presunción de legalidad de los actos administrativos de
carácter general o particular no es absoluta, al existir pronunciamientos de la Sala Tercera de Io
Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia en tal sentido, de entre los
cuales, se cita la Sentencia de 30 de diciembre de 201l, que señala:

"Al efecto, la Sala debe manfestor que en nuestro ordenamiento jurídico
rige el principio de "presunción de legalidad" de los actos administrativos,
según el cual, éstos se presumen legales o vdlidos, de motlo que, qu¡en
ufrnte su ilegalidad, debe probarla plenamente (Cfr. ort. t5 de! Códigio
Cit'il). Sobre este conocido principio, el profesor y tratodista José Roberto
Dromi nos ilustra de la siguienle forma:

2

"Lu presunción de legalidad no es un nedio de prueba; alañe a la cargu
de la pruebu y fija unu regla de inyersión de la cargo de la prueba. Anle
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uctos absolulamente nulos, no hace faltu ocreditur la ilegilimidad, porque
ellos no tienen presunción de legitimidad.

El principio de presunción de legalidad de los actos administrütivos no
signifca un valor absoluto, menos aún indiscutible, pues por eso se la
caliJica como presunción. Lo presunción de legitinidad es relativa y
formalmente aparenle- La presunción de legilimidad de que goza el acto
administrafivo de que fue emitido codorme a derecho, no es absolula, sino
simple, pudiendo ser desvirluada por el interesado, demostrando que el
uclo controvierte el orden jurídico."

(DROMI, José Roberto. Citado por PENAGOS, Gustayo. El acto
administrativo. Tomo L Ediciones Librería del Profesional. 5' Edición.
Sanra Fe de Bogotá. 1992. pág. 266)."

La Ley No.l6 de l2 de febrero de 2009,"Que establece el Escalafón y la Nomenclatura de cargos
de los Trabojadores y Trabajadoras Sociales y dicta otras disposiciones", publicada en la Gaceta
Oficial No.26226 de l8 de febrero de 2009, en su artículo primero, contempla entre sus objetivos
el "establecer las nomenclaturas de cargos, norma$ ascensos y reconocimienfos por desempeño
profesional".

"A¡tículo 27. A partir de la entrada en vigencia de la presenle Ley, las
cntidades nominadoras clasiJicarán a los Trabajadores y Trabajudoras
Sociales en los niveles y las categorias que les corresponden de acuerdo
con el presenle escalafón y los artículos 3 y I de la Ley 17 de 23 de julio
de l93l,lomando en consideración sus años de servicio, las evaluaciones
técnicas del desempeño, los estudios que hayan efectuado y las.funciones
de trabajo social que les han sido asignadas en la unidad técnico-
administrativa de Trabajo Social donde laboran."
(Lo resalt¿do es nuestro)

Se observa que, el afículo 27 de la Ley No. l6 de 2009, rcconoce los "añt¡s de se^,¡cio". es decir
los años laborados. entre otros elementos. como uno de los criterios a valorar oara efectos de la
clasiticación oor escalafones de Ios traba adores v trabaiadoras sociales indistintamcntc dc si
CoITgSD onde a un contrato o a un nombramien . DOr tanto este DCSDACho es del criterio oue la
experiencial no está condicionada oor el tioo de relación laboral. condición de la contralación, Dor
lo quc tal fáctor no debería constiluirse en áoice oara el reconoc imiento de la antisüodad o
exDen(jncra del trabaiador o la traba adora social. v su conecta clasiflcación Dor catesoría.

Esto resulta concordante con el numeral 44 del artículo 2 del rexto único2 de la Ley No.9 de 20
dejunio de 1994, "Por lu cual se establece y regula la Carrera Administrativú", publicada en la
caceta olicial No.22562 de 2l dejunio de 1994, supletoria a la materia3. que indica lo siguiente:

I De conformidad con Ia Real Academia Española es el "Conocimiento y noticia de lqs cos.ts, adquirida por el uso y
práctica de ellus". https://dle.rae.es/experiencia
2 Publicado en la Gaceta Oficial N 0.28.729 de I I de marzo de 2019.
r cfi. artículo 2 de la Ley No.16 de 2009 y anfculo 5 del rexto único de la Ley No.9 de 20 dejunio de 1994.

II. De los Trabajadores y Trabajadoras Sociales.
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"Artícalo 2. Los siguientes términos utilizados en esta Ley y sus
re5¡lunrentos, deben ser entendidos a la luz del presenle glosario:

11. Semidor público- Es la persona nombrada temporal o
permanentemenle en cargos del Organo Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, de los mun¡cipios, entidades autónomas o semiautónomas
y, en general, la que perciba remuneración del Estado.

Se observa con meridiana claridad, que la norma general cataloga como servidor público a toda
persona que "perciba remuneración del Eslado", sin distinguir entre nombramientos temporales o
permanentes! en consecuencia es dable entender que la exDeriencia se ouede adquirir en tunción
del tiempo laborado v de las funciones electivamente ejecutadas, sin menoscabo de aquellos otros
que resulten evaluables conlorne la profesión o cargo ejercido.

En otro aspecto, el aficulo 4 de la Ley No.408 de l6 de noviembre de 2023,,'eue motlifica y
deroga artículos de la Ley ló de 2009, sobre el escalafón y la nomenclafura de curgts de los
trobajadores y lrabajadoras sociales, y dicta ofras disposiciones", publicada en la Gaceta Oficial
No.299'l I de l6 de noviembre de 2023, establece:

"A¡ticulo 4. Las instituciones públicas, entidades ouÍónomas,
semiuukinomas, municipios y palronatos reclasilicarán a los trabojodores
y lrahujadoras sociales a los que se refiere el artículo anterior en la
colegoría correspondiente, tomando en consideración sus 1ños de
servicio, su experiencia laboral y un mínimo de dos evaluaciones anuales
salisÍaclorias.

Los trabajadores y trobajadoras sociales que se encuentren en uno
clasificación superior al Nivel I se mantendrán con la clasificación
oslenlada anles de la promulgación de esta Ley y cont¡nuarán con los
canbios de categoria conforme a lo establecido en la Ley l6 de 2009.,,
(Lo resaltado es nuestro)

El ut supra citado
satisfactorias, por lo

artículo, agrega que las evaluaciones I desempeño deben ser
la clasificación oue debecual no solo basta el tiemoo r¿r se- nara

técnicas de
determinar

darse al trabaiador o trabaiadora social.

En adición, el Decreto Ejecutivo No.l73 de 3 de septiembre de 2014, "eue reglamenla la Ley
No. 16 de I 2 de febrero de 2009, que establece el Escalafón y la Nomenclatura de cargos de los
Trabaiadores y Trobajadoras Sociales y dicta otras disposiciones", publicado en la Gacéta Oficial
No.27613 de 3 de septiembre de 2014, en el artículo 41, indica:

"A¡tículo 1l- Las ins¡ituciones públicas y privadas lomarán en
consideración para la clasificación de los frabajadores y lrabajadoras
socic es que laborun en los niveles y categoríos conlemplados en la Ley
l6 de 2009, los siguientes elemenlos:
L Los años de senicio en Trabojo Sociat, ejercidos en el sector público

y privado, debidanente certificodo por la Oficina de Recursos
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Humanos donde han laborado, al igual que las funciones que han
desempeñado.

2. Las dos (2) últimas evaluuciones lécnicos del desempeño anuales,
realizadas por la instancia lécn¡co-administrativa de Trabajo Social de
la institución donde laboron, en dos (2) años calendario, con resu ado
satisfoctorio.

3. Certificación de esludios realizados a nivel de postgrado, maestría u
doclorado en Trabajo Social, Ciencias Sociales o el campo social
aplicable al Trabajo Social.

1. Las funciones de Trobajo Social que le han sido asignadas en Ia
unidad técnica de Trabajo Social dorule labora."

(Lo resaltado es nuestro)

El artículo ut supra, especifica los cuatro (4) aspectos fundamentales para la categorización de los
trabajadores y trabajadoras sociales, aclarando en el numeral I que se trata de "años de sert,icio en
lrabujo social... con las funciones desempeñadas" .

Atendiendo que los estudios académicos y el aprendizaje prácticos (experiencia) constituyen
pilares fundamentales del desarrollo profesional, y que est¿in valorados baio masnitudes distintas
v autónomas por el Escalafón y Nomenclalura de Cargos de los Trabajadores y Trabajadoras
Socialesa, de manera que los niveles responden a los estudios y funciones, y las categorías o etapas
a los años de servicio, esta considera Procuraduría que los cambios de nivel profesional. cuando
se alcance n los urados de oostsrado. maestrí a doctorado no afectan la cantidad de años en el
scrvl cro DU blico. oor lo cual deben fespetados.

La Ley No.55 de 3 de diciembre de 2002, "Que reconoce el ejercicio de la profesión de la
Psicología y dicta otras disposiciones", publicada en Gaceta Oficial No.24695 de 6 de diciembre
de 2002, señala en su afículo 3 que "corresponderá exclusivomenle al psicólogo idóneo o u la
psicóloga idónea el manejo, enseñanza, construcción, aplicación e interpretación de pruebas
proyecfivas, de personalidad, psiconeurológicas, psicométricas y de cualquier otro instrumento
de evaluoción psicológica, manual o computarizada" .

Mientras, en su artículo 12, dispone la existencia de un" Escalafon para Psicólogas y Psicólogos",
que contará con "un sueldo base e incrementos por etopas... de acuerdo con los años de
experiencia en el ejercicio comprobado de la profesión, su especialitlad, y también se tomará en
cuenlo el t¡po de supervisión que se ejerce".

El aludido escalafón salarial fue dictado mediante el Decreto Ejecutivo No.2 l4 de I 9 de noviembre
de 2007. "Que establece el Escalaftn Salarial parct los Psicóktgos/as al servicio del Estaclo",
publicado en la Gaceta oficial No.25941 de 17 de diciembre de 2007, modificado por el Decreto
Ejecutivo No.162 de l0 de julio de 2017, "Que modifica el Deueto E¡ccutiyo No.2ll cle t9 de
ru¡viembre de 2007, que establece el Escalafón Salarial para los Psicólogos/as ol seryicio del
E,;totlo", publicado en la Gaceta Oficial No.28319-B de I I de julio de2017, que en los afículos
cuarto y quinto dispone:

4 Cfi. Decrelo Ejecutivo No.l73 de 3 de septiembre de 2014 y Decreto Ejecutivo No. l5 de 3 de marzo de 2017

lIl. De los Psicóloeos y Psicóloqas al servicio del Estado.
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"Atlículo Cuarlo: Los Psicólogos/as que estén en ejercicio de la profesión,
u parlir de la vigencia <lel presente Decreto, serún ubicados en lu
categoría que les corresponde, según los años laborados como Psicólogo
en el seclot público y cumpliendo con los requisilos establecidos paru
cjercer el cargo de Psicólogo/as, previa cerlificación de la Oficina
Inlerinstitucional de Recursos Hunanos de cada uno de las instiluciones
eslatüles.

Artículo Quinto: Los cambios de categoría se eÍectuaftin cada lres (3)
uños cumplidos como profesionol de la Psicología en la etapa o categoria
respecliyq.
(Lo resaltado es nuestro)

propició el servicio, sea nombramiento o contratoJazón por la cual este Despacho acentúa que tal
láctor no debcría constituirse en an lce Dara el reconocimiento de la anti üedad o exneriencia. enfl
este caso del psicóloso o osicólosa en el sector úblico, y su correcta clasificación por categoría.

Igualmente, reitera esta Procuraduría que, por vifud de las consideraciones expresadas durante
esta consulta, para el Escalafon Salarial Dora los Psicólosos/as al servicio del Estudo , los cambios
de nivel Drofesio na[. cuando se alcancen IOS os de esoecialización 16'). maestria (7') v
doctorado (8"). no afectan la cantidad de años en el servicio Dúblico nor lo cual deben ser
respetados

Por otra parte, dada la Sentencia de 6 de mayo de 2014 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia,
publicada en la Gaceta Oficial No.27623-A de 17 de septiembre de 2014, que declara
inconstitucional la frase "y no tiene efecto retroactivo" del artículo séptimo del Decreto Ejecutivo
No.2l4 de 19 de noviembre de 2007, este Despacho es de Ia op inón que los osicólo gos y
psicóloq,as, al igual que los trabaiadores y trabaiadoras sociales al servicio del Estado. tienen
derechoa LIue les sea reconocido e[ sueldo m sual ue con o daalaca le oría que le hayaf]
sido asisnada

No obstante, el artículo 291 de la Ley No.4l8 de 29 de diciembre de 2023, ,,eue dicra el
Presupuesto General del Estado para la vigenciafscal de 2024", publicada en la Gacela oficial
No.29940-B de 29 de diciembre de 2023, estipula que servicios especiales son aquellos brindados
por personas contratadas por servicios profesionales, diferenci¿indolos con ello de los funcionarios
públicos.

'Artículo 291. Semicios especiales. Los semicios especiales comprenclen
los semicios prestados por profesionales, lécnicos o personos nalurales
que no son empleados públicos, siempre que no se tengan cargos similares
en la estructura de puestos de la en¡idad. Se podrd cargar a esta partidu
la contratación defuncionarios, cuando estos obtengan licencia sin suelclo

En los aficulos precedentes, que rigen a los psicólogos y psicólogas al servicio del Estado, se
percibe que la escala salarial obedece, por un lado, a los años de servicio dentro del sector público
(etapa o categoría) y, por otro, a los estudios realizados y funciones desempeñadas (grado o nivel).
Cabe señalar que, en lo referente a las etapas o categorías, [a Lev No.55 de 2002 únicamente
computa los años de experiencia. con independencia de la naturaleza del vínculo jurídico que
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en la institución donde laboran y los servicios seon preslados en una
institución distinta a la que concede la licencia.

Corresponderá a lu Contraloría General de la Repúblicu la veriJicación y
el control de la dualidad e incompatibilidad pora el ejercicio de dicha
conlrotación. Sc enliende que no existe dualidad cuando el controlistu sea
pagado a través del Objeto de Gasto 172 y labore en el Seclor Privado.

(Lo resaltado es nuestro)

Por su pafe, el Pleno de la corte suprema de Justicia, en sentencia fechada 6 de agosto de 2014.
dentro de acción de inconstitucionalidad interpuesta (Exp. 553-10), se expresa con referencia a las
calidades de contratista y de servidor público, en los siguientes términos:

"Así por ejenplo es evidenle que al celebrar una contrutación con el
Eslado, el particular se ve inmerso en una gama de responsabilidades y
supervisiones, como son un control previo y control poslerior en la
Contraloría General de la República, una licitación pública,
lransparenciq, publicidud, así como cualquier cláusula que sea
eslablecida en el conlrdto, o pliego de peticiones, pero esos son requisitos
y condiciones a las que se somelen las personas naturales yjurídicas que
negocien con el Estado, y esas obligaciones o condiciones que deben
cumplir no los convierten en semidorcs públicos.

Lo anterior obedece o que un conlralo público consiste en ,,un acuerdo de
volunlades, celebrondo conforme a Derecho, entre dos entidades estatales
o un enle estatal en ejercicio de lafunción administrativa y un pa icular,
sea persona nalural o jurídica o consorcio o asociación accidental,
nacional o extranjero, del cual surgen derechos y obligaciones pora ambas
partes y cuyo fnalidad es de carácter público,,(Cfr. Artículo 2, nnneral
l7 del Texto Unico de la Ley 22 de 27 de.junio de 20065).

De igual mqnera, esa.lt personas naturales y jurídicas, eslán sometidas
penalmente, haciendo extensivo en los delitos conlro la adminislración
pública (peculado), porque la norma tufela los intereses del Estado, y el
bien protegido, resulta ser el Estado, de atlí que por esa razón están
somelidos o controles, fiscalizaciones, supervisiones, escrutinios, y en fin
a que sea público y transparente, cualquier concesión, conslrucción que
se haga para el Estado.

En ese sentido, a juicio del Pleno no se debe confundir la cqlidad de
semidor público con el hecho de que la persona desempeñe una activitla<l
que guarde rel¡tción con las funciones de administrar justicia ,,cono por
ejemplo acontece en el caso de los liquidadores de un banco, contra los
c_uales se ha pretendido interponer demandas de amparo como si fueran
.funcionark» públicos y respecto a lo cual esta Superioridatl ha reiterado
que no son funcionarios público, sino mandatarios de una sociedatl en
liqui<lación ((fr. Senrencia de 2 de oc¡ubre de tggl, LypORT BU.SI//ESS

5 Cfr. numeral l8 del artículo 2 del Texto único de la Ley No.22 de 2006.
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vs. Liquidddores de Banco Su|. (Cfr. Sentencia del Pleno de l0 de julio
de 1998), o con aquellus pe$onas nalurales o jurídicas que hayan
celebrado con el Eslado contralo de arrendamiento, concesión, desarrollo
de conslrucciones o servicios.

De allí que, la deJinición de servidor público incluida en el articulo 123
numeral I03, el pátafo que incluye a los purticulares que manejen.fondos
o que celebren conlralaciones públicas, en fin cualquier parlicular que
tenga relación con el Estudo, colisione con la definición que establece la
Constitución Nacional, de servidor público, porque como hemos venido
expresando estos son nombrados por el Estado y, prestan un semicitt p<tr
el cual recibe una remuneroción y un pa iculat que maneje forulos oque
celebre contralos con el Estado no es un servidor público, no está
nombrado en ningún cargo público, niforma parte de la planillo estatal."
(Lo resaltado es nuestro)

Se extrae del extracto transcrito, que la Corte Suprema de Justicia remite a [a ley especial en
materia de contratación gubemamental, la cual defrne contrato público como "un ucuerdo de
voluntades ... entre un ente estolol en ejercicio de la función administrativa y un porticular...", y
advierte quien "celebre conftatos con el Estado no es un servidor público, no estít nombrado en
ningún corgo público. ni.forma parte de la planilla estqtal".

De lo expuesto, se colige que gozan de presunción de legalidad aquellos actos administrativos
emitidos o dispuestos, por [a institución en el ejercicio de sus funciones; no obstante, quien
considere tener un interés legítimo, y advierta que las actuaciones propias y privativas de las
instituciones públicas. conculquen sus derechos subjetivos, podrá presentar las acciones y recursos
correspondientes ante las autoridades competentes y/o jurisdicción, a fin que el posible acto
emitido sea declarado nulo por ser contrario a la Constitución Política y/o la ley.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiter¿índole que la opinión aquí vertida, no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición
vinculante. en cuanto a lo consultado.

Atentamente.
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